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Las redes sociales se han 
convertido en el escenario de 
interacción natural entre las 

figuras públicas del país y los ciuda-
danos de a pie.

Allí todos pueden expresar sus 
opiniones con la certeza de que van 
a llegar a los ojos de quienes fueron 
elegidos para cargos de elección po-
pular. Sin embargo, esta interacción 
trae problemas.

Iván Darío Hernández tuteló al 
expresidente Álvaro Uribe por haberlo 
bloqueado de la red social Twitter.

Según el ciudadano, con esta 
acción se le impidió el derecho de 
“ejercer control ciudadano sobre las 
actividades públicas”. Hernández 
ya había solicitado a través de un 
derecho de petición que se le desblo-
queara, sin embargo, dicha solicitud, 
según él, no fue respondida.

El Juzgado Quinto Penal de Cono-
cimiento de Bogotá determinó que el 
expresidente Uribe podía bloquear a 
quien quisiera de la red social pues 
era una cuenta personal, además 
dijo que él sí había respondido a la 
petición del ciudadano a través de 
un correo electrónico argumentando 
protección de sus derechos.

Ahora la presidente de la Corte 
Constitucional, Gloria Ortiz, les so-
licitó a sus colegas analizar el caso 
debido, entre otras cosas, a que “la 
misma doctrina norteamericana ha 
comprobado la gran importancia que 
Twitter tiene en la política”.

En Estados Unidos la justicia de-
terminó que la acción del presidente 
Donald Trump de bloquear a sus crí-
ticos en Twitter es inconstitucional. 
Según la justicia estadounidense, el 
funcionario no puede bloquear a los 
usuarios que piensan distinto a él 
pues iría en contra de la primera en-
mienda de la Carta Política de ese país.

Derecho a informarse

Para Liliana Gómez, profesora de la 
Maestría de Comunicación de la Uni-
versidad Javeriana, “desde el punto 
de vista de la comunicación política 
un funcionario, cuando decide abrir 
una cuenta en una red social digital y 
habla sobre lo público, sobre su labor 
como funcionario, no debería tener el 
derecho de bloquear a nadie, porque 
allí primaría el derecho a informarse 
de los ciudadanos. Twitter se vuelve 
un medio de comunicación abierto a 
todos. Por el cargo que ellos ocupan, 
por la posición que tienen, pensaría 
que no es justo ni correcto. Podría 
ser legal, pero no justo ni correcto”.

Carlos Germán Sandoval, profesor 
del Instituto de Estudios Políticos y Re-
laciones Internacionales de la Universi-
dad Nacional de Colombia, le manifestó 
a EL NUEVO SIGLO que “bloquear cuen-
tas es posible en las reglas establecidas 
en las redes sociales. Desde ese punto 
de vista, el bloqueo de cuentas es una 
herramienta tecnológica. Aquí estamos 
ante un fenómeno muy reciente, donde 

El debate se encendió por una tutela que analiza la Corte 
Constitucional luego de que el expresidente Álvaro Uribe  
le diera ‘unfollow’ a un ciudadano en su cuenta de Twitter

¿Puede un funcionario 
público bloquear a alguien 

en sus redes sociales?
las perspectivas de derechos requieren 
refecciones más profundas, dado que 
son tecnologías que avanzan más rápi-
do que el derecho”.

Sandoval agregó que “en Colombia 
la ley 1712 fija el tema de transpa-
rencia y acceso a la información, 
por lo que plantea que hay niveles 
de información. Toda la información 
generada en el Estado es pública, pero 
no toda tiene acceso libre. En todo 
caso, la información generada como 
consecuencia de la actividad pública 
en el marco del Estado está sujeta a 
esta ley. Si la información tiene que 
ver con los ejercicios públicos se 
clasifica en información pública y los 
funcionarios utilizan Twitter para 
hacer extensión de esa función”.

Según el catedrático, “un Ministro, 
un director de cualquier entidad o ge-
rente de cualquier entidad del Estado 
al hacer uso de la cuenta de Twitter, 
pese a que sea una cuenta privada, 
queda supeditado o condicionado a 
si esa cuenta se usa para ejercer la 
actividad de la función pública. Eso 
suele suceder a los congresistas y 
alcaldes que usan sus cuentas que 
son creadas como privadas y desde 
las cuales hacen ejercicio público, por 
lo que para la ley esas cuentas queda-
rían con acceso abierto de cualquier 
ciudadano que la requiera”.

El profesor Sandoval recordó el caso 
de Vélez contra Maldonado, en el que 
el entonces director de la Agencia Na-

cional de Defensa Jurídica del Estado, 
Luis Guillermo Vélez, había bloqueado 
a Víctor Maldonado por una serie de in-
sultos que le venía profiriendo en la red 
social. Maldonado fue investigado por 
el escándalo de Interbolsa e interpuso 
la tutela que pretendía el desbloqueo 
debido a que en la cuenta Vélez fungía 
como funcionario público. El demanda-
do desbloqueó al demandante.

Derecho al bloqueo

El exviceministro Luis Ernesto 
Gómez, autor del libro Googlecracia, 
le expuso a este Diario que “ninguna 
entidad pública o una organización de-
mocrática puede bloquear seguidores. 
Pero cuando un servidor público tiene 
una cuenta tiene derecho al bloqueo. 
Esto último no necesariamente implica 
negar acceso a la información, es que 
no se quiere leer a alguien. Un bloqueo 
en Twitter significa que no se comparte 
un contenido y alguien como titular de 
una cuenta es libre de compartirlo con 
quien quiera, así sea servidor público”.

Por otro lado, Juan Fernando Pé-
rez, profesor de Ciencias de la Compu-
tación de la Universidad del Rosario, 
expresó que si bien hay cuentas falsas 
esto no justifica el bloqueo.

“Tecnológicamente no hay controles 
que aseguren cuándo quien se está 
bloqueando es un bot (cuenta falsa) o 
una persona. En este momento es difícil 
tener una solución. Hay avances en ese 
sentido, pero no es algo transparente. 

Hay principios que deben primar y ante 
la duda el funcionario debería abste-
nerse de bloquear a un ciudadano. Las 
redes cambian el límite entre lo privado 
y lo público, y muchas personas tienen 
problemas para distinguir que si son 
funcionarios de un empresa pública o 
privada todo lo que publican termina 
conectado a estas instituciones”, anotó.

En similar sentido, el profesor de 
Comunicación Política de la Univer-
sidad Externado, Carlos Arias, indicó 
que “las cuentas de redes sociales de 
funcionarios públicos asociadas a las 
entidades que ellos lideran, dirigen 
o presiden son de carácter público, 
son cuentas que deben responder 
al ciudadano y que no deben tener 
bloqueos. Ahora bien, si el funciona-
rio tiene una cuenta personal debe 
dar cuenta de lo que comenta en esa 
red en la medida que lo que diga en 
ella tiene una responsabilidad, y está 
asociada a su imagen pública y a la 
de la entidad. En mi consideración 
podría bloquear en su cuenta perso-
nal. Lamentablemente esto no está 
reglamentado en la jurisprudencia”.

Además, advierte que en campaña 
la cosa es distinta, pues “hoy los can-
didatos pueden bloquear a quien quie-
ran, porque el CNE no ha reglamenta-
do eso. Pero los ciudadanos podrían 
advertir que, si el candidato bloquea 
a alguien en campaña, cómo sería 
gobernando. Hoy un candidato puede 
bloquear a alguien sin problema”.

Una polémica se ha encendido luego de que el expresidente Álvaro Uribe bloqueara a un tuitero desde su cuenta personal. /AnadoluCuando 
un 

servidor 
público 

tiene una 
cuenta 
tiene 

derecho al 
bloqueo: 
Gómez
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Luego deL asesinato de la 
candidata Karina garcía en el 
corregimiento de La Betulia, 

zona rural del municipio de Suárez 
(norte de Cauca), y luego de varios 
hechos de orden público que se han 
presentado en el departamento, los 
senadores de la Comisión Primera 
citaron a debate de control político 
a todas las autoridades relacionadas.

La conclusión general del debate 
es que el narcotráfico y la falta de 
diálogo con la comunidad se han 
convertido en un caldo de cultivo 
para el desarrollo del conflicto en esa 
zona del país. 

el debate comenzó con la interven-
ción de los senadores citantes. Según 
Roy Barreras, del Partido Social de 
unidad Nacional (La u), “hay zonas 
donde es imposible tener control y 
dominio del estado. esta es una de 
las heridas que más sangran en el 
conflicto colombiano. Todos los días 
hay hechos trágicos. Para agosto de 
2017 un total de 37 indígenas han 
sido asesinados en el norte del Cau-
ca, ha habido 55 amenazas. el 25 de 
agosto hubo un ataque contra 40 indí-
genas entre niños, mujeres y ancianos. 
Además, entre noviembre de 2016 y 
agosto de 2019 se han presentado 
244 amenazas y 68 asesinatos”. 

Según el senador Barreras, el estado 
debe estar pendiente de los precursores 
químicos necesarios para la producción 
de cocaína “de 5439 estaciones de 
gasolina registradas en el país 1249 se 
ubican en las zonas donde hay mayor 
número de hectáreas cultivadas con 
coca, solo en el Cauca hay 88”.

Así mismo, el senador Iván Cepeda, 
del Polo democrático, sostuvo que “de 
los 102 pueblos indígenas que hay en 
Colombia, 70 se encuentran en grave 
riesgo y 39 están en situación de in-
minente exterminio. Por razones de 
carácter racial, político, organizativo 
o territorial estamos asistiendo en 
Colombia a 39 genocidios. Hay tres 
autos de la Corte Constitucional, uno 
de junio de este año que le dicen a 
este país que hay un estado de cosas 
inconstitucionales en el Cauca. No 
podemos asistir impasibles ante el 
extermino de estas personas”. 

Sin embargo, el senador Temísto-
cles ortega, de Cambio Radical, hizo 
la declaración más fuerte del debate: 
“Claro que Santos fue presidente y 
también Pastrana, y también Samper 
y Belisario y Bolívar y Santander, pero 
hoy hay un gobierno, un Presidente y 
unos ministros. Respóndanle al país. 
A Karina la mataron porque retiraron 
la tropa de la Betulia”.

el congresista se mantuvo en su 
declaración, pues según dijo “está cla-
ro y demostrado que eso sucedió. es 
cierto que la responsabilidad directa 
del hecho criminal es de quienes la 
ejecutaron, de los autores materiales, 
a quienes pedimos les caiga el peso 
de la ley, pero es claro que lo que 
he dicho es cierto. el ejército debía 
estar allí”.

Superar el problema

La ministra del Interior, Nancy 
Patricia gutiérrez, rechazó la afirma-
ción de ortega: “Aquí nos dicen que 
la situación que se presenta es res-
ponsabilidad del estado. el Senador 
es parte del estado. es tan servidor 
público como nosotros. Aquí no se 
trata de señalar la responsabilidad, 

sino de trabajar conjuntamente para 
superar esta problemática”.

Según dijo, “en Colombia no hay 
territorios vedados para la Fuerza 
Pública. No hay territorios vedados, 
pero el gobierno es respetuoso con 
los pueblos indígenas y se busca la 
coordinación para perseguir a los 
bandidos. Lo que queremos es tra-
bajar juntos contra los delincuentes 
que han llegado a atemorizar a la 
población. La guardia ha tomado 
la decisión de perseguir a los delin-
cuentes. Mire lo que pasó para bajar 
los transformadores con los cuales se 
seca la marihuana. Hay un acuerdo 
entre la Fiscalía y la guardia para ir a 
bajar esos transformadores, pero los 
bandoleros se roban los carros y aten-
tan contra la guardia. Los bastones no 

son suficientes para enfrentar a estos 
criminales organizados cuyo único 
propósito es el narcotráfico y por eso 
se llevan de frente la vida de los indí-
genas. Aquí no nos enfrentamos a una 
posición ideológica. Aquí es la fuerza 
de la legalidad del estado contra los 
bandoleros armados que son capaces 
de cometer crímenes atroces”.

Campos minados

A su turno, el ministro de defensa, 
guillermo Botero, aseguró que “no se 
movieron las tropas, ni de Bellavista 
ni de la Betulia. Las tropas no llega-
ron porque es muy difícil de cubrir el 
territorio. ellos no estaban muy lejos, 
pero un acto terrorista se comete en 
cuestión de segundos y dejan a las 
tropas sin capacidad de reacción en 
un terreno supremamente difícil”.

Según dijo, el Ministerio recibió 
la alerta de la defensoría del Pueblo, 
pero es un territorio en el que es difícil 
de ejecutar. “Suarez no es municipio 
fácil. Tiene 390 kilómetros cuadrados 
de extensión y solo 3,5 kilómetros en 
su cabecera municipal. Todo lo demás 
es rural y eso lo que teníamos que 
proteger. Y según esto teníamos que 
proteger 11.200 personas, el 66% 
de la población total. Y en Betulia 
hay 1.305 habitantes distribuidos en 
todas las veredas”.

Así mismo, sostuvo que “luego de 
la muerte de la candidata, que obvia-
mente lamentamos, los delincuentes 
estaban allí esperando a las tropas. 
Había campos minados. Quiero recor-
dar que el suboficial Hernández fue 
asesinado de un disparo que venía de 
una vivienda. el origen del conflicto 
en esta zona del país no es otro que 
el narcotráfico. Allí es donde tenemos 
el origen de todos los males. Lo que 
allí pasa está fundamentado en ese 
negocio criminal que busca un corre-
dor de salida hasta el rio Naya que les 
permite llegar a la Costa Pacífica para 
enviar esa droga a Centro América. 
Hay 17.200 hectáreas sembradas de 
las cuales hemos erradicado 1.026. 
Lastimosamente hemos estado con-
centrados en Nariño y Putumayo”.

A su turno, el defensor del Pueblo, 
Carlos Alfonso Negret, pidió que 
se organice junto a las autoridades 
indígenas, el gobierno nacional y las 
organizaciones de la sociedad civil 
una carpa blanca “desde la que se 
coordinen todas las acciones inme-
diatas para que allí llegue el estado. 
La carpa tendría una función: verificar 
los hechos, crear una ruta de respues-
ta inmediata y un mapa de actores”.

Hay 
zonas 

donde es 
imposible 

tener 
control y 
dominio 

del 
Estado: 

Barreras

Los senadores de la Comisión Primera citaron a debate de control político a todas 
las autoridades relacionadas con la situación social y de orden público del Cauca. /
Cortesía

esa fue la principal conclusión del debate desarrollado ayer en la 
Comisión Primera del senado en el que se analizó la dura situación 

que se vive en ese departamento

Narcotráfico, motor de violencia  
política en el Cauca


